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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señores Representantes Carlos Enciso Christiansen, Presidente y Hermes Toledo Antúnez, 
Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Rodrigo Goñi Romero, Gustavo 
Guarino, Carlos Maseda, Aníbal Pereyra y Homero Viera. 


INVITADOS: Por el Instituto Nacional de Colonización, señores ingeniero agrónomo Gonzalo Gaggero, 
Presidente; Mario Vera, Vicepresidente; ingeniero agrónomo Yerú Pardiñas, Director; Alvaro 
Ferreira, Director y doctora María del Rosario Pérez, Secretaria del Directorio. 


Por el Banco de Seguros del Estado, señores Gustavo Vilaró, Presidente; Mario Castro, 
Vicepresidente; Hugo Lens y señora Alejandra Dufrechou. 


SEÑOR PRESIDENTE (Enciso Christiansen).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión agradece la presencia de esta delegación del Instituto Nacional de Colonización, integrada por 
el ingeniero agrónomo Gonzalo Gaggero Presidente, la doctora María del Rosario Pérez Secretaria del 
Directorio, el ingeniero agrónomo Yerú Pardiñas Director y los productores rurales Mario Vera 
Vicepresidente y Álvaro Ferreira, Director. 


Como todos saben, el tema central de esta sesión es tratar el artículo sustitutivo del artículo 35 de la Ley. 

N? 11.029, en la redacción dada por el artículo 15 de la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. Se trata 
de conocer su opinión y realizar un intercambio con los integrantes de esta Comisión sobre la sustitución de 
un artículo que el Senado ya modificó y que tenemos a estudio para, eventualmente, elevarlo al plenario de la 
Cámara de Diputados, en el marco de la política de repoblamiento de la campaña respecto a la que hubo 
intenso debate el año pasado. 


Sin mayor protocolo, cedemos el uso de la palabra al Presidente del Instituto dejando abierta, por supuesto, la 
posibilidad de un intercambio posterior entre los Diputados y el Directorio del Instituto. 


SEÑOR GAGGERO.- Agradecemos al Presidente y a los demás miembros de la Comisión que nos 
hayan invitado. 


La verdad es que este es un tema que generó discusión con posterioridad al momento de su aprobación, que 
ha generado polémicas y respecto al cual existen distintas posiciones en los diferentes representantes 
políticos del Parlamento. A nosotros, ese inciso, que fue adicionado en el artículo 35 como una opción del 
Instituto, siempre nos pareció una opción distinta y de uso que la ley brindaba a los Directorios del Instituto. 
A partir de la intensa discusión política y luego de aprobada la ley, distintos sectores promovieron el debate 
sobre el inciso que permitía la opción de compra del 20% de tierras y plantearon al Directorio los 
cuestionamientos que generaría. En la medida en que venía fin de año y comenzaba el receso parlamentario, 
en el entendido de que se podrían crear dificultades en los negocios, hicimos un pacto político entre los 
Directores del Instituto en cuanto a no aplicar el inciso. Recibimos muchas consultas es verdad en cuanto a si 
el Instituto tomaría la opción de compra del 20% de tierra de más de 500 hectáreas de índice de 
productividad CONEAT 100, y en todos los casos, a través de mi persona y de los demás Directores, dijimos 
que en la medida en que se iban a generar condicionantes políticas en el Parlamento para ese cambio, el 
Instituto no iba a optar por esa cláusula. De cualquier manera, nunca lo hemos usado hasta ahora. Es una 
opción que el Instituto tiene hoy pero también hay un acuerdo político de los Directores en cuanto a no 
usarla. 


Creo que así, con muy buen criterio de experiencia práctica, se ponía en marcha la posibilidad de que el 
Instituto pudiera adquirir tierras con el destino claro de adjudicarles un área a aquellos ex trabajadores de una 
empresa rural que se vendiera. Específicamente, ese era el objetivo. En su momento consideramos esa 
opción. Hoy está, pero no la hemos usado. Por supuesto, no tenemos inconveniente en acatar la decisión 
parlamentaria de adoptar la resolución. Diría que a pesar de todas las condicionantes negativas que se han 
planteado y las dudas, hasta ahora ningún negocio se dejó de hacer por ese inciso. 


Realmente creemos que la decisión de los miembros del Parlamento de adoptar esta resolución es 
absolutamente política. Como Instituto Nacional de Colonización seguimos pensando que esa es una opción 
válida y que genera oportunidades. Ese es el concepto del Directorio. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Creo que la intención de la Comisión cuando incorporó ese inciso al 
artículo 35 fue, precisamente, la de brindar una opción. El hecho es que se han tomado decisiones 
políticas por unanimidad en el Senado y creo que aquí se seguirá el mismo camino. 


En cualquier caso, quiero aprovechar para plantear un tema que nos han manifestado algunos colonos, que 
tiene referencia con las fracciones que pertenecieron al Banco Hipotecario antes de la Ley de Colonización 
del año 1949. Ellos sostienen que había allí una disputa, que era de interpretación jurídica antes, pero que hoy 
ya no existe, y que en alguna medida los deja condicionados a algo según ellos sostienen a lo que no debieran 
estar, esto es, a las condicionantes de la propia ley de formación del Instituto. En concreto, propusieron una 
ley modificativa en relación reitero a tierras adquiridas por ciudadanos antes de la conformación del Instituto 
Nacional de Colonización. En definitiva, nosotros queríamos tener una idea respecto a cuál es la posición de 
las actuales autoridades del Instituto Nacional de Colonización sobre el tema. 


SEÑOR TOLEDO.- Quiero dejar constancia de que la citación al Instituto Nacional de Colonización, 
en la figura de su Presidente, apuntaba expresamente a conocer la opinión sobre el tema que se encaró 
en primera instancia. De todas maneras, si los integrantes del Instituto creen pertinente esta pregunta 


y están en condiciones de responderla en el día de hoy, nos parece saludable, porque también es una 
preocupación que hemos recibido. 


SEÑOR GAGGERO.- Se imaginarán los señores Diputados que todo lo relacionado con esa 
reformulación de la ley nos preocupa, lo hemos estudiado en detalle y hemos invitado a la Secretaria 
del Directorio, quien durante muchos años a pesar de su juventud participó en el Departamento 
Jurídico del Instituto y tiene una vasta experiencia en distintas acciones legales que se han llevado a 
cabo por esos temas del artículo 70, a fin de que también pudiera exponer y ser consultada en esta 
Comisión y así enriquecer la discusión. 


En principio, la Ley N* 11.029, que se crea en 1948 producto de una rica discusión parlamentaria que fue 
extractada en un libro y, precisamente, incorpora a la norma todos los conocimientos de esas mentes tan 
preclaras que desarrollaron una discusión durante tanto tiempo, habla siempre de la afectación de la tierra a la 
colonización. Para que fuera fundamental la creación de un organismo colonizador y de reforma agraria, 
debía tener la afectación de la tierra. En ese sentido, el artículo 1% de la Ley N* 11.029 refiere a que a los 
efectos de la subdivisión racional de la tierra, la radicación y la mejora de la calidad de vida del trabajador 
rural, la tierra siempre debía estar afectada a los fines de la colonización. Con anterioridad a esa ley, hubo 
leyes y decretos-ley, del año 1923 y de 1932, que fueron dejadas sin efecto por la Ley N” 11.029, que también 
afectaba en cierta medida la propiedad de la tierra a aquellas parcelas que vendía la Sección Rural del Banco 
Hipotecario del Uruguay cuyo génesis es el originario del Instituto Nacional de Colonización, con algunas 
condicionantes. Una de ellas es el plazo de pago de préstamos hipotecarios para la compra de esas parcelas, y 
otra es la determinación final del uso de esa tierra afectada a la colonización. Ese concepto queda en la Ley 
N? 11.029. Tanto es así que deroga, pero la Ley N” 11.029 nunca habla de la desafectación si le hubiera 
interesado al legislador de la época de las tierras que con anterioridad a esa ley venían siendo propiedad del 
Banco Hipotecario. Si el legislador, que fue tan prolijo en realizar esa ley, hubiera tenido la idea de dejar 
desafectadas de la Ley N” 11.029 esas tierras, seguramente hubiera puesto en ella un artículo respecto del 
fondo de la cuestión. 


Por lo tanto, lo que ha ocurrido con el paso del tiempo es que el artículo 70, que precisamente habla de la 
situación del uso y goce de las parcelas colonizadas, le da la potestad al Instituto de decir cuál es el destino 
final cuando se vende o cuando se traspasa y de corregir si en ese caso el aspirante a colono no reúne 
condiciones es decir: le dice que no, pero no se mete en el negocio ni en los valores, con lo cual preserva la 
tierra afectada a la ley para que no se subdivida ni se concentre nuevamente, perdiendo el objeto original de 
la colonización. En ese sentido, ha sido muy claro. Con el correr del tiempo, distintos procesos sobre todo de 
escribanía, porque no han sido procesos legales han desarrollado acciones, realizando escrituras de predios 
originarios de las colonias del Instituto Nacional de Colonización provenientes del Banco Hipotecario sin la 
autorización. Como la Ley N* 11.029 establece que todas las enajenaciones que se realizaron previo a esta 
circunstancia de la Ley_N? 8.187, que hoy trata de corregir ese fenómeno sin solicitar la autorización, son 
nulas de pleno derecho. Si los distintos Directorios del Instituto Nacional de Colonización hubieran declarado 
nulas de pleno derecho las ventas realizadas, se habría generado una situación realmente de caos, de una 
jurisprudencia que es discutible y que llevaría muchos años. La oportunidad de corregir esa falla anterior 
surgió a través de la Ley_N” 18.187, cuando dan los plazos de corrección de los títulos de propiedad. Creo 
que eso es muy positivo, porque hasta ahora el Instituto se encuentra con una cantidad de fracciones que no 
han pasado como lo indica el artículo70 por decisión del Directorio. Así, se han vendido fracciones para 
forestación a argentinos, a sociedades anónimas, sin la autorización del Directorio. Creo que hoy lo bueno es 
la corrección de toda esa tierra afectada, porque no hay dudas este Directorio tampoco tiene duda de que toda 
la tierra está afectada. Hoy se sienten afectados propietarios de la tierra que no ingresaron como colonos; en 
sus declaraciones dicen que no quieren ser colonos porque no tienen ningún vínculo con el Instituto Nacional 
de Colonización. Eso es así. Ahora, compraron sabiendo que adquirían tierra afectada, aunque determinado 
grupo de escribanos decía que no había que solicitar autorización del Instituto porque hasta el año 1982 esas 
tierras, para ser enajenadas, no precisaban la autorización del Directorio; pero en realidad sabían que 
compraban parcelas de colonización y que la tierra estaba afectada. Eso significa un negocio particular que se 
va a ver perjudicado, porque una tierra afectada en el derecho de propiedad a través de la Ley_N” 11.029, que 
pasa del derecho privado al derecho público, tiene un menor valor de mercado. Sin embargo, no olvidemos 
que la pueden vender con autorización del Instituto, le pueden fijar el valor que quieran y pueden hacer los 
negocios que quieran, siempre con la autorización, que es un mero trámite. En un Instituto dinámico, al que 
queremos dinamizar y reorganizar como lo estamos haciendo, eso va a ser absolutamente sencillo. 


Por lo tanto, desde mi visión y desde la del Directorio, los planteamientos de dificultades y de lesiones a los 
derechos que se argumentan por la creación de este artículo son exagerados. 


A modo de síntesis diría que esto permite regularizar de una buena vez la situación de todos aquellos 
propietarios que tienen título de propiedad registrado, que sirve entre dos, pero a los efectos públicos no lo 
pueden registrar en la Dirección competente del Ministerio de Economía y Finanzas. Esto legaliza la 
situación y, de aquí en adelante, arranca una nueva discusión sobre cómo adecuamos a la Ley_N* 11.029 la 
situación de aquellos que no reúnen condiciones de colonos, pero tienen propiedad. 


Creo que he sido lo más claro posible. 


SEÑOR GOÑI ROMERO. El Presidente del Instituto Nacional de Colonización dice que hay que 
tener en cuenta que pueden vender y que la autorización es un mero trámite. ¿En qué consiste, 
entonces, la autorización? Supongo que dentro de la posibilidad de autorizar estará incluida la no 
autorización. ¿A qué refiere cuando dice que es un mero trámite? Puede incluir una negativa, por lo 
que no es un mero trámite. 


Me gustaría que el Presidente se explayara sobre en qué situación quedan exactamente los propietarios que de 
distintas maneras fueron obteniendo la propiedad de las tierras adquiridas del Banco Hipotecario 
anteriormente a 1949 y que aun hoy conservan a través de una sucesión, de una compraventa o de lo que 
fuere. El Presidente decía que habrá que estudiar cómo se relacionan de aquí en más con el Instituto. Me 
gustaría que se explayara sobre ese concepto. 


SEÑOR VIERA.- Quiero preguntar en el mismo sentido que el señor Diputado Goñi Romero, pero 
además voy a agregar una conjetura. Me da la impresión de que las explicaciones que recién brindaba 
el Presidente son por el hecho de que la Ley N” 11.029 no desafectó ese sistema anterior. Eso es lo que 
me parece a mí, pero como me queda la duda, me sumo a la pregunta del señor Diputado Goñi Romero 
con este comentario. 


SEÑOR GAGGERO.- En cuanto al mero trámite del planteamiento del vendedor de un campo, el 
comprador tiene que reunir condiciones de colono, que están especificadas en la Ley N” 11.029. Así que, 
aplicando esta ley y cumpliendo con esas condiciones, el comprador de un predio afectado puede 
acceder perfectamente a la compra de ese bien, cosa que ha ocurrido. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Hasta ahora tengo la impresión de que quienes son propietarios de ese tipo 
de parcelas no son considerados colonos ni tienen vínculo alguno con el Instituto Nacional de 
Colonización. El Presidente mencionaba que deberían estudiar, de aquí en más, cuál será el tipo de 
relación que van a mantener con esos nuevos colonos. Por lo tanto, quiero que se explaye más sobre el 
concepto de qué están evaluando al respecto. 


SEÑOR GAGGERO.- Ese aspecto es claramente la aplicación de las Leyes N* 11.029 y N* 18.187, que 
nos dan armas para realizar nuevos cambios. Lo que hay que hacer es cumplir con el registro del 
título, en primera instancia, y asumir las consecuencias de ser colono, porque esta condición se gana 
por ingresar al Instituto Nacional de Colonización, con la autorización del Directorio. Esa 
regularización es la que aspiramos a tener a través de la modificación del artículo 70 del proyecto, en el 
artículo 15 de la Ley_N” 18.187. 


SEÑOR CHARAMELO.- Hoy, quienes tienen la propiedad de esas tierras no son colonos, como bien 
decía el señor Diputado, porque el Instituto todavía no estaba creado; en definitiva, prácticamente no 
tienen contacto con el Instituto. El Presidente del Instituto Nacional de Colonización decía que tenemos 
la ley que nos permite instrumentar algo para que puedan pasar a ser colonos. ¿Pasarían a ser colonos 
pagando una renta por esa tierra en el mismo régimen o, simplemente, salvo eso, cumplirían con la 
normativa que todos los demás colonos van a tener? Quisiera que el Presidente explicara esto para 
saber hacia dónde apunta el giro que se piensa dar a los que tienen esta problemática. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Es un gusto estar acá, a disposición de los señores Diputados, para dar la visión 
que el Instituto tiene en torno a la Ley N* 18.187 y a algunas de sus consecuencias en su aplicación. 


En primer lugar, quiero hacer algunas precisiones con respecto a qué se considera ser colono. Colono no es 
solamente el hecho de ser poseedor de una tierra, en cualquiera de todas sus formas, como lo establece la ley. 
Esa calidad se adquiere cuando se crea el Instituto Nacional de Colonización. El hecho de ser colono es un 
concepto que en nuestro país se empezó a gestar desde antes de la creación del Instituto. Sus raíces radican en 
la acción de la Sección de Fomento Rural del Banco Hipotecario, que quería generar mecanismos de 
redistribución y de facilidad de acceso a la tierra. Una de las figuras que existe es que cuando hay tierra que 
no está productiva o que tiene una utilidad muy baja se generan nuevas aplicaciones, nuevas intensidades, 
nuevos relacionamientos, y a eso se le llama procesos de colonización. Entonces, se maneja el concepto de 
colono desde antes de la propia creación del Instituto Nacional de Colonización. 


La Ley N” 11.029 reafirma ese concepto y lo vincula específicamente a una organización del Estado que tiene 
ese fin, es decir, generar y profundizar ese proceso de colonización iniciado en el país. 


Lógicamente que aquellos propietarios no debemos olvidar que cuando se crea el Instituto Nacional de 
Colonización no todos eran propietarios y estaban en usufructo de tierras que provenían del Banco 
Hipotecario; algunos de ellos eran arrendatarios, otros estaban en proceso de compra, pasan a la égida del 
Instituto y a tener un vínculo con este. Es más: muchos que ya habían pagado su fracción, terminaron 
tramitando su titulación en el Instituto Nacional de Colonización. Por supuesto que como en todo proceso de 
construcción de determinado ámbito en nuestro país, no se produce un corte y de ahí en adelante se sigue en 
forma diferente o se genera una nueva situación, sino que se trató de un proceso que fue integrando las tierras 
del Banco Hipotecario a las nuevas que luego se incorporan por parte del Instituto. En este proceso es donde 
se generan diferentes situaciones de vínculo y de realización. 


Ante un Instituto Nacional de Colonización que en los últimos treinta años venía en una situación de 
repliegue, lógicamente que los colonos más desatendidos fueron los que provenían de colonias que en su gran 
mayoría eran propietarios que se la habían adquirido al Banco Hipotecario. Podríamos decir que se trató de 
una desvinculación gestada por las propias condiciones que tenía el Instituto, trabajando con poco personal y 
donde los planes de colonización y de fomento de desarrollo de las colonias, prácticamente, estaban ausentes. 
El vínculo del colono con el Instituto fue cayendo en desuso. Pero no solamente fue cayendo el desuso el 
vínculo del colono propietario de una fracción que provenía del Banco Hipotecario, sino también el del 
colono arrendatario que adquirió esa calidad de colono veinte o treinta años atrás. Este es un hecho 
incontrastable que ha ocurrido en el Instituto Nacional de Colonización. Así como eso se fue gestando en el 
colono, fue sucediendo lo mismo en el propio aparato del Instituto, donde los técnicos y la administración 
fueron dejando de tramitar asuntos pertinentes a la situación que tenían esos colonos. Eso llevó a que mucha 
gente sintiera por decirlo de alguna manera que no eran afectados por la ley y eran separados del Instituto 
pero, en realidad, son colonos. 


La nueva característica inclusive con nuestros propios técnicos lo hemos discutido en algunas jornadas de 
trabajo es que para el Instituto Nacional de Colonización por lo menos para este Directorio todos son colonos 
y, por lo tanto, merecen la atención del aparato del Estado relativo a la colonización. Lógicamente, las 
diferencias no deben estar dadas por el hecho de ser propietario o arrendatario, sino por el grado de 
compromiso, que mantenga a su familia con la propia producción y estén insertados en la colonia. 


Cuando nuestro Presidente dice que tendrán que adquirir esa calidad de colono es porque algunos de ellos, 
hoy por hoy, ni siquiera son colonos formalmente, ya que han adquirido esa tierra sin el ejercicio de la Ley 
N? 11.029, porque quien se la vendió no solicitó autorización al Instituto Nacional de Colonización para que 
aprobara ese proceso. No se olviden que existen restricciones hay que entenderlo así que fija el artículo 70 en 
cuanto al uso y goce de la tierra que el Estado favoreció a determinadas familias para que la obtuvieran. No 
se trata de una tierra que se adquiere en el mercado libre; el colono la obtuvo porque hubo una comisión 
fomento que le brindó un crédito y amplias posibilidades para comprar esa tierra para usufructo personal y de 
su familia. 


El hecho de fijar restricciones es lo que en cierta manera quería destacar nuestro Presidente; en la discusión 
parlamentaria de la Ley N? 11.029 no se establece la excepcionalidad de dejar afuera a aquellos que ya eran 
propietarios cuando se crea el Instituto porque, precisamente, se entiende que esa afectación es lo que genera 


una propiedad condicionada. Es decir, condicionada en el sentido de que el Estado con mayor obligación 
tiene que controlar que no se concentre, que allí se utilicen adecuadamente el suelo y los recursos naturales. 
Eso es lo que nosotros hoy entendemos en ese proceso. 


Asimismo, más allá del acercamiento estrecho que tenga con el Instituto, quien posee una tierra del área de 
Colonización, es colono. O sea que el vínculo lo hace su relación con la tierra y de dónde proviene esa tierra. 
Y esa tierra ya sea que se adquiera a través del Banco Hipotecario o del Instituto Nacional de Colonización- 
proviene del esfuerzo de la nación, de sus ciudadanos, que a través de la administración de sus Gobiernos 
permitió que se facilitara la compra de esa tierra por parte de determinadas familias. Pero en realidad todo 
eso es el fruto de las definiciones, de las normas legales de nuestro Estado y de las Administraciones de 
nuestro Estado. Por eso sostenemos que todos ellos tienen la figura de colonos, y que quienes no la tienen es 
porque han adquirido las tierras en un proceso irregular, ya que fueron vendidas y no pasaron por el 
conocimiento del Instituto Nacional de Colonización. Queremos corregir esta situación y ustedes nos han 
dado la herramienta a través de la Ley N* 18.187. 


SEÑORA PÉREZ.- Quiero aportar la experiencia que ha tenido el Instituto en los servicios jurídicos 
sobre el artículo 70. 


Yo ingresé al Instituto en al año 1992 y este tema ya estaba planteado. Muchos años antes se estaba tratando 
de lograr, por medio de una ley, la convalidación de los títulos nulos de pleno derecho de las personas que de 
buena fe, habían adquirido las tierras sin saber que se requería la autorización de Colonización. Podía ser que 
el vendedor no fuera demasiado consciente de que debía pedir esa autorización o no estaba bien asesorado. 
También podía darse el caso de un comprador que adquiría una tierra sin saber que pertenecía a una colonia y 
que para que el proceso fuera válido debía obtener autorización de Colonización. 


La inquietud de Colonización se planteó por todas las personas que, enteradas de que sus títulos eran nulos de 
pleno derecho, venían a pedir una aprobación del negocio que se había realizado. El Instituto no podía dar esa 
aprobación porque el artículo 70 es claro cuando establece que la autorización debe ser previa. El Directorio 
no podía aprobar un negocio que la ley declaraba nulo de pleno derecho porque faltaba la autorización previa. 
Esto se vio durante muchísimo tiempo; durante muchos años sucedió eso. 


Después hay un tema de hecho y de derecho. En el caso de enajenaciones por remates judiciales, por 
ejemplo, muchos Jueces, antes de decretar el remate, pedían autorización a Colonización. El Instituto 
Nacional de Colonización autorizaba el remate través de un mecanismo por el cual se abría una lista de 
interesados; entonces, se hacía la subasta con esa lista de personas que podían ser postores porque, al 
momento de hacerse efectiva la venta, tenían la posibilidad de ser colonos. 


Empezó a crearse la duda de si en el caso de predios anteriores a 1948 correspondía pedir la autorización o 
no. Yo conozco una sola posición jurídica que dice que no hay que pedir la autorización previa. Todas las 
demás posiciones señalan que la Ley N* 11.029 se aplicó "in totum" a todas las situaciones que vinieron de la 
sección Fomento y Colonización del Banco Hipotecario y, por lo tanto, están comprendidas en la afectación 
establecida en el artículo 70; afectación que ya se establecía en el artículo 7” de una Ley, cuyo número no 
recuerdo en este momento pero que se dictó en el año 1932. En dicha ley ya se limita el derecho de propiedad 
agraria, precisamente, para evitar que la persona que tenía todos esos beneficios al adquirir un predio en la 
sección de Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario luego especulara pudiendo hacer un 
negocio como si fuera un bien que está en el libre mercado. De alguna manera, ya desde 1932, la limitación 
es clara. La preocupación del Instituto Nacional de Colonización siempre fue tratar de subsanar esas 
situaciones que eran de hecho, y no había por qué pensar que se actuaba de mala fe. 


Quiero decir algo que me parece importante. Hay muchas personas que después que son propietarias tratan 
de desvincularse del Instituto. Pero voy a comentar un caso en el que hubo sentencia de segunda instancia. Se 
trata de un propietario que adquirió el predio en el Banco Hipotecario. Hubo ventas sucesivas y, como el 
predio se iba a rematar, la persona pidió al Instituto Nacional de Colonización que se presentara en el remate 
a decir que era nulo porque no se le había pedido autorización correspondiente. Notemos como muchas veces 
se abre el paraguas del Instituto Nacional de Colonización para resguardar situaciones y otras veces no se 
utiliza de la misma manera. 


Entonces, hay sentencia de segunda instancia cuando se dice que si se trata de la sección Fomento Rural y 
Colonización hay que pedir la autorización, tal como lo establece el artículo 70. Lo único que se pretendió 
hacer con la modificación de este artículo fue dar transparencia, evitar que hubiera situaciones grises y que 
quedara claro que la autorización se requería siempre, que no dependiera después de un proceso judicial que 
todos sabemos que lleva su tiempo y su dinero establecer si el negocio realizado era nulo o válido, con todas 
las consecuencias que eso conlleva porque no creo que alguien se sienta satisfecho de hacer una compra- 
venta y estar siempre cuestionándose ese negocio. 


Quedo a las órdenes para responder las preguntas que deseen formular. 


SEÑOR GAGGERO.- Quiero aclarar que la doctora se refirió al artículo 7” de la Ley N* 7.377, del 20 
de junio de 1921, en la que ya se establecía que el colono no podía vender su chacra hasta no 
transcurrido un período de cinco años desde la adjudicación. 


También mencionó el artículo 7 de la Ley N* 8.829, del 13 de enero de 1932, que establecía que el colono no 
podría vender ni gravar su propiedad sin consentimiento de la sección Fomento Rural y Colonización del 
Banco Hipotecario. 


Con estas explicaciones queda clara la consecuencia que tiene la afectación para la colonización; esto es sin 
discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un grupo de productores; creo que entre ellos está el señor Nicolás 
Olivera. Quisiera saber si han pedido una entrevista directamente al Instituto Nacional de 
Colonización para plantear esta problemática, como lo hicieron en esta Comisión. 


SEÑOR GAGGERO.- No se han dirigido ni al Instituto ni a ninguna de sus Regionales. Nosotros ya 
tenemos en la página "web" el procedimiento para la regularización de los títulos de propiedad 
afectados por el artículo 70 de la Ley_N” 11.029 y la modificación de la Ley N” 18.187. Se está 
presentando la gente y sus representantes legales, pero no hemos recibido ningún planteamiento. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Cuando recién se había aprobado la Ley N” 18.187, los colonos de Colonia 
Agraciada, de Soriano, hicieron una consulta, pero no en el término de solicitar audiencia para ver 
cómo se procedería en este caso, sino planteando un punto de vista similar al señalado por los colonos 
de 19 de Abril, de Paysandú. La consulta se hizo en esos términos y como consecuencia de la 
aprobación de la Ley N” 18.187 a fines del año pasado. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Quiero comentar que la misma pregunta que hizo el señor Presidente 
de la Comisión a las autoridades del Instituto, la hicimos en la ocasión en que concurrieron a este 
ámbito a los colonos, quienes contestaron que no habían hecho ni consultas ni gestiones al respecto. 


SEÑOR FERREIRA. Ya se ha explicado muy bien algunos de los puntos a los que me iba a referir; 
por lo tanto, no voy a abundar en ello. Simplemente, quiero citar algunos ejemplos. Surgen de la 
propia Colonia 19 de Abril, que es a la que se hace referencia con respecto a este grupo de personas 
que viene realizando el planteamiento e inclusive han hecho llegar algún documento a esta Casa. 
Nosotros también lo hemos recibido. 


Quiero reafirmar algo: no es que todos los propietarios de predios ubicados en la Colonia tengan un predio 
que provino del Banco Hipotecario, sino que, a su vez, es una colonia del Banco Hipotecario, donde 
conviven distintas situaciones. En la propia Colonia 19 de Abril hay colonos que son arrendatarios del 
Instituto: algunos han solicitado autorización para vender y otros no. Concretamente, existe la situación de 
algunos de los miembros de la delegación de la Colonia 19 de Abril que es colono, arrendatario del Instituto y 
propietario de fracciones del Instituto; a algunas accedió con autorización y a otras sin autorización. En 
realidad, muchos colonos que provienen del Banco Hipotecario tienen espíritu de colono y tienen claro cuál 
es su vínculo con el Instituto. Lo que sucede es que muchas veces algunos escribanos entendieron que la 
autorización no era necesaria. Esta situación no se da solo en esa Colonia; creo que también pasa en otras de 


Paysandú, de Soriano. En el transcurso de este Directorio hemos autorizado cantidad de ventas de colonias, 
cuyo origen fue en el Banco Hipotecario. 


SEÑOR GAGGERO.- Voy a agregar un último detalle referido a este tema. Cuando asumió este 
Directorio, en abril de 2005, puso en marcha un proceso de acuerdo por pasantes con la Facultad de 
Agronomía, y lo primero que quisimos hacer fue un censo de colonos, para lo cual también recibimos el 
apoyo del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en materia de vehículos. Efectivamente, 
realizamos un censo que, por primera vez en muchos años, incluyó también a los colonos propietarios 
de todas las fracciones, que fueron visitados uno a uno y sabían que la intención del censo era 
permitirnos conocer la fotografía de aquel momento de la distribución de la tierra dentro del Instituto. 
Quiero agregar también que censamos alrededor de 500.000 hectáreas y que solo en 7 de las fracciones 
no se pudo localizar a los propietarios o arrendatarios. Esto elimina toda perspicacia en el sentido de 
que el Instituto estuviera utilizando una herramienta que no fuera conocida por los propietarios y 
arrendatarios, pues ellos tuvieron la posibilidad de dialogar en sus propias casas con dos funcionarios 
del Instituto que hicieron un relevamiento de su propiedad, de su producción, de su capacidad 
productiva, de su endeudamiento, de su vida en el medio rural y del uso parcela. Queda claro, 
entonces, cuál ha sido la visión de este Directorio, además del hecho de que fue contemplada por el 
legislador en todos los aspectos como muy bien decía la doctora Pérez, a efectos de tratar de corregir 
aquellas situaciones de duda en cuanto a la propiedad frente a los organismos públicos, en las que 
seguramente ningún propietario quiere estar. 


Creo que ese fue un muy buen paso y que hay que seguir en ese camino. Quiero transmitirles la tranquilidad 
de que el Directorio del Instituto realmente estudia la posibilidad de autorizar o no la venta de una fracción 
para asegurarse de que el colono aspirante reúna las condiciones establecidas en la Ley_N* 11.029. Además, 
la resolución no es tomada solo por el Directorio; eso pasa, fundamentalmente, por los estudios técnicos que 
el Instituto hace, lo que da un enorme valor y gran transparencia al mecanismo. 


SEÑOR MASEDA.- Agradecemos la presencia de la delegación del Instituto. Cuando nos plantearon 
este tema en la Comisión advertimos que es sumamente complejo. 


Quisiera saber si, sobre todo en la época de la dictadura, cuando se manejaban mecanismos del derecho 
privado, se produjeron irregularidades grandes en la venta de los predios. 


Por otra parte, nosotros tenemos la responsabilidad de recibir los planteos y de tratar de operar como nexo en 
la búsqueda de soluciones. La delegación que nos visitó nos planteó su preocupación por el hecho de que, al 
tratarse de terrenos rurales y de gente de campaña, no estaban enterados de esta situación y que muchas 
personas se podían encontrar con la sorpresa de tener que pagar multas de hasta un 25% e, inclusive, como se 
establece en la última parte del artículo, con una expropiación. ¿El Instituto ha tomado los recaudos como 
para comunicar por escrito a todas las personas que van a ser afectadas, inclusive a los colonos que 
compraron los primeros campos, que han cambiado varias veces de dueño? Lo pregunto porque tomar esos 
recaudos es una tarea difícil. Además, según lo que hemos entendido, hace muchos años hubo profesionales 
por ejemplo, escribanos que no cumplieron con lo que correspondía de acuerdo con la ley. La cuestión es 
que, tal como planteó la delegación que nos visitó, hay gente que cree que es dueña de la tierra pero su 
situación puede cambiar. 


Yo entiendo perfectamente vuestra posición y me alegra que hayan dejado el informe de la ley para tener 
elementos con los que manejarme, pero como el Decreto N* 500 determina que toda persona debe ser 
notificada y debe tener conocimiento de lo que le va a suceder en una investigación administrativa, creo que 
en casos como estos, en los que la aplicación de una ley puede generar perjuicios que llegan hasta la 
expropiación de la tierra, es importante que se tomen los recaudos adecuados y que haya una campaña de 
información en los distintos medios de comunicación y publicaciones, sobre todo, en las zonas donde se 
plantean estos problemas, de modo de que la gente tenga conocimiento de esto y para que después no se 
emprendan acciones contra el Estado por la pérdida de las propiedades. Lo digo porque en la ley estamos 
planteando algo que después puede volverse contra el Estado. Por eso insisto con que sería bueno 
instrumentar un mecanismo de información masiva que permita al Instituto dar a conocer las consecuencias 
de la no presentación y registro de los títulos ante los organismos que corresponda. 


En este país hasta ahora seguimos pagando las consecuencias de irregularidades de todo tipo que se 
cometieron en la época de la dictadura; por eso preguntaba si en ese período se produjo también un gran 
número de negocios irregulares. 


SEÑORA PÉREZ.- Tengo entendido que fue en ese período cuando se produjo la mayor cantidad de 
irregularidades, pero también sabemos que el propietario que figura en el Instituto está muy lejos de 
ser el propietario actual, porque puede haber habido una, dos o tres enajenaciones. 


Con respecto a hacer conocer estas medidas, le puedo decir que los servicios jurídicos siempre lo han 
planteado como una necesidad, porque es conveniente y oportuno que los títulos se convaliden y que el 
Instituto sepa cuáles son sus colonos; la idea no es cobrar multas. Por eso, se han tomado recaudos y se ha 
pensado en hacer una difusión más específica en las colonias más antiguas, en las que puede haber dudas, 
porque el que le compró a Colonización puede tener dudas pero, por lo menos, son más cercanas en el 
tiempo. 


El tema es esa idea que un día se generó en el sentido de que para lo que era del Banco Hipotecario no había 
que pedir autorización y para lo que no era del Banco, sí. De alguna manera, esa fue una duda metódica. 


SEÑOR MASEDA.- Mi preocupación apunta a lo que la doctora Pérez plantea en cuanto a las 
consecuencias jurídicas, porque desde el punto de vista jurídico siempre hay de dónde agarrarse para 
iniciar una acción que pueda perjudicar al Estado. Por eso me preocupa saber si ustedes han analizado 
algún mecanismo relativo a la información acerca de la aprobación de la ley, a efectos de proteger los 
intereses de todos, de la sociedad en su conjunto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Simplemente, quiero trasmitir cierta información a los legisladores. 


Aprobada esta ley, el Instituto asumió, en primer lugar, la reglamentación del proceso del artículo 35 porque, 
como recordarán, bajaron las 1.000 hectáreas físicas a 500 hectáreas de índice de productividad CONEAT 
100. Teníamos información previa por trabajos realizados por el propio DIEA que señalaban que el volumen 
que se comercializa por debajo de las 1000 hectáreas es casi dos veces mayor al volumen de tierra que se 
comercializaba por encima de las 1000. Ante esa situación, lo primero que hizo el Instituto, luego de 
aprobada la Ley_N” 18.187, fue instrumentar y aceitar el proceso de trámite del artículo 35. El proceso se dio 
a difusión a través de la página "web", facilitando, inclusive, un texto a los oferentes de los negocios para 
sistematizar la información. Posteriormente, se hizo el estudio de la reglamentación de la regularización del 
artículo 70. A principios de abril este Directorio aprobó la norma que nos acercaron los servicios jurídicos y 
comenzamos la etapa de instruir a nuestros servicios en los procedimientos y difundirlos. 


La última tarea que se ha encomendado a Gerencia General consiste en centrar la atención de la difusión en 
aquellas colonias que provienen del Banco Hipotecario y que están diseminadas en todo el territorio, desde 
Cerro Largo, donde hay pequeñas colonias de 800 hectáreas que provienen del Banco Hipotecario, como la 
19 de abril en Paysandú o la Colonia Agraciada en Soriano. En esos regionales se va a centrar la mayor 
atención pero también se dará información general. El Instituto ha realizado un llamado a licitación a 
empresas para presentar ofertas a los efectos de realizar la difusión de la tarea del Instituto, y entre los 
cometidos figurará este. No queremos que nadie diga "Yo no me pude regularizar porque no me enteré". Si 
esta herramienta se creó legalmente es porque el Instituto era uno de los primeros interesados en poner en 
pleno derecho sus registros. 


Creo que es muy acertado reafirmar el concepto de que se debe hacer una buena difusión, y ese es uno de los 
objetivos que tiene hoy el Instituto. 


SEÑOR PEREIRA.- Más allá de que la delegación del Instituto aclaró el tema por el cual fue 
convocada, sería oportuno que nos informaran brevemente porque el Banco de Seguros está esperando 
para ingresar a la Comisión a fin de tratar un tema que el señor Diputado Goñi Romero planteó sobre 
tierras del Banco de Seguros en Salto en qué situación está el traspaso a partir de la Ley N* 18.187 que, 
claramente, refería al traspaso de tierras del Estado a Colonización y la cantidad de tierras que se han 
adquirido en este Período, ya que es bueno tener esa información al día en la Comisión porque es un 


elemento importante. También quisiéramos saber si ha habido dificultades para aplicar lo que 
determina la ley y si todavía no se han traspasado las tierras de algún organismo. 


SEÑOR VIERA.- Aun antes de aprobada la ley de repoblamiento de la campaña ya se habían iniciado 
las negociaciones para ese traspaso de las tierras de los organismos del Estado al Instituto de 
Colonización. De hecho, el Banco de Seguros ya había traspasado una cantidad importante de 
hectáreas. De todas maneras, a partir de la ley de repoblamiento se acentuó ese flujo de tierras, por 
supuesto, con todas las trabas burocráticas que existen en el Estado. 


Concretamente, con el Banco de Seguros estamos en proceso de finalizar la negociación por la compra de las 
16.000 hectáreas que le quedan. Están redactados los documentos para presentar ante el Ministerio de 
Economía y Finanzas y es un negocio de un monto de unos US$ 33:000.000 que se van a pagar en cuotas 
consecutivas e iguales durante diez años. Ese dinero provendrá del impuesto a las trasmisiones patrimoniales 
que en un momento estuvo vigente y luego cayó, pero por el cual Rentas Generales pasa el promedio anual al 
Instituto. 


SEÑOR PEREIRA.- Quisiera saber si hoy el Instituto tiene los números de la cantidad de tierra que se 
ha traspasado en estos tres años, más allá de la que se esté negociando. 


SEÑOR VIERA.- En forma de traspaso en administración van alrededor de 11.000 hectáreas, y en 
forma de compras, alrededor de 12.000, que se compraron con recursos propios. De manera que 
durante este Período se dotó al Instituto de 23.000 hectáreas, y pensamos al finalizar el período llegar a 
unas 50.000. Asimismo, es bueno señalar que estas 23.000 hectáreas representan más tierra en tres años 
que la que ha podido acumular el Instituto, sin vender ninguna fracción, en los últimos diecisiete. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de esta delegación del Instituto Nacional de 
Colonización y estaremos en contacto para futuros intercambios. 


(Se retira de sala la delegación del Instituto Nacional de Colonización). 
(Ingresa a Sala una delegación del Banco de Seguros del Estado) 


——- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene el gusto de recibir a la delegación del Banco de 
Seguros del Estado, integrada por su Presidente, señor Gustavo Vilaró, por la señora Alejandra Dufrechou y 
por los señores Mario Castro y Hugo Lens. 


El motivo de la invitación es conocer las políticas que va llevando a cabo el Banco de Seguros del Estado, 
sobre todo en lo que tiene que ver con las divisiones de tierra que poseía o aún posee. 


SEÑOR VILARÓ.- Históricamente, el Banco de Seguros del Estado tuvo sus reservas invertidas en 
bienes inmuebles, tanto en apartamentos en algún período de la historia llegó a construir apartamentos 
como también en hoteles, como los de Salto, Paysandú o Fray Bentos y, en muchos casos, en tierras, 
algunas adquiridas y otras obtenidas como resultado de la evolución de algún tipo de negocios. En 
algunos casos, fueron campos que se ofrecieron al Banco a cambio de una renta vitalicia por parte del 
propietario que dejaba de explotarlo y prefería convertir ese capital en un ingreso permanente para su 
vejez. 


Cuando este Directorio asumió en el año 2005, analizó la situación de todas esas propiedades considerando 
que forman parte de las reservas de los asegurados. No son las reservas del Banco; son las reservas de los 
asegurados. El negocio del seguro supone que la empresa aseguradora va formando reservas con las cuales 
después va a poder enfrentar las obligaciones con los asegurados, por ejemplo, en caso de siniestro. Inclusive, 
en este caso de la renta vitalicia, hay que tener el dinero para poder proporcionarla. Esas reservas, repito, son 
administradas por el Banco, pero son de los asegurados, porque es lo que cada uno va poniendo cuando paga 
un seguro de vida o de los que forman reserva. En el año 2005 y desde muchos años antes, de acuerdo a ese 
análisis que se hizo, esas reservas no estaban generando un buen rendimiento para los asegurados. 
Claramente, en el negocio de un seguro de vida está previsto que esas reservas se van a ir colocando a una 
determinada tasa que es la que, a su vez, va a hacer posible que se cubra la obligación por parte del Banco. El 


rendimiento que se estaba obteniendo en las distintas líneas no era bueno, desde los Hoteles de Salto y 
Paysandú que ni siquiera estaban generando renta para el Banco; estaban siendo explotados porque los 
estaban trabajando, pero sin pagar renta al Banco hasta las propiedades que estaban alquiladas, que tenían 
bajo rendimiento, muchos gastos y dificultades de administración para nosotros que además no nos 
dedicamos a administrar propiedades, sino a vender seguros, y también los campos, con rentas, que no 
siempre eran buenas. En algún análisis que llegamos a hacer en 2005 vimos que el capital en dólares que 
teníamos invertido en tierras estaba generando un rendimiento anual equivalente al 1.6% o algo por el estilo, 
siendo que en cualquier colocación financiera el Banco obtenía el 6%, 7% u 8% como rendimiento para esa 
reserva. La determinación del Directorio por supuesto, en acuerdo con la Administración del Banco fue 
vender todas las propiedades. 


SEÑOR VIERA.- Usted hablaba de todas las propiedades. ¿Se refiere también a las propiedades 
urbanas o solo a las tierras? 


SEÑOR VILARÓ.- Me refiero a todas: tierras, urbanas, hoteles y viviendas, pero en la medida de que 
se fueran desocupando. Tampoco se regalaban; se vendían en buenas condiciones, buscando un 
resultado económico razonable. 


Adicionalmente a este razonamiento que hizo el Banco, estaba la exigencia de la Superintendencia, que nos 
regula, nos controla y se preocupa de que administremos bien esas reservas de los asegurados que nosotros u 
otras aseguradoras manejamos, que no permite la colocación de las reservas en bienes inmuebles. Prioriza la 
fase de convertibilidad y la posibilidad de una respuesta, por lo que no admite esas inversiones. El Banco 
había hecho esas inversiones en épocas anteriores a la existencia del mercado de competencia y de la propia 
Superintendencia del seguro, pero, desde que ella empezó a actuar, dijo que no se podía invertir las reservas 
en ese tipo de colocaciones. Entonces, teníamos además una obligación formal. En los años anteriores, el 
Banco ya había venido tratando de desprenderse de esas propiedades, pero con la dificultad de ir procesando 
que había propiedades ocupadas. Entonces, en la medida de que se fueron vaciando apartamentos, los 
pusimos a la venta. Creo que hemos vendido más o menos el 40% de los apartamentos que encontramos en 
su inicio. También logramos la desocupación de esos dos hoteles que no estaban generando renta y los 
pusimos a la venta. Ya vendimos el hotel de Paysandú, y el de Salto tiene una licitación en proceso, en 
principio, ya adjudicada al lado nuestro. Con los campos sucedió lo mismo: en la medida de que fueron 
quedando en condiciones, vendimos dos o tres. Vendimos una fracción chiquita en Artigas, después vendimos 
algo en Durazno que era un campo forestado y que también era chico y vendimos un campo en Paysandú. 
Después vino la ley que estableció la necesidad de procesar la venta de los campos con el Instituto Nacional 
de Colonización. En ese momento, empezaron a avanzar más las conversaciones; algún contacto habíamos 
hecho antes. Habíamos pasado al Instituto Nacional de Colonización un par de campos en arrendamiento: una 
fracción en Artigas y otra en Colonia Rubio. Ahí fue posible ponerse de acuerdo ya estaban bastante 
avanzadas las conversaciones en vender al Instituto el resto de los campos que tenemos, aun cuando la 
mayoría de ellos todavía están ocupados por arrendatarios. 


Este es un panorama general de cuál ha sido la política llevada adelante y la motivación. Supongo que los 
términos del acuerdo con el Instituto Nacional de Colonización ya los habrán manejado con sus autoridades, 
aunque quedamos a la orden para aclarar cualquier consulta. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- A raíz de las palabras del señor Presidente del Banco de Seguros, me han 
surgido algunas preguntas, pero las voy a reservar para el final, ya que me quiero enfocar en el motivo 
de esta solicitud de audiencia, que es el campo Cerro Verde en Salto. En nuestro departamento, corrió 
como reguero de pólvora la noticia de que había sido vendido, por lo que queremos consultar algunas 
cuestiones. 


Queremos saber si fue una venta directa, las condiciones de venta, de precios, de plazos, etcétera. Asimismo, 
si fue utilizado otro mecanismo de venta, nos gustaría conocer cuál se usó. En caso de que haya sido una 
venta directa, quisiéramos saber sobre qué parámetros se resolvió el precio. 


Después haré otras preguntas con relación a otros temas. 


SEÑOR VILARÓ.- El arrendatario de Cerro Verde manifestó su interés en adquirir el campo. Hay 
una ley que establece que nosotros le podemos vender el campo al arrendatario. En ese momento 
consultamos con el Instituto Nacional de Colonización y sus autoridades no vieron ningún 
inconveniente. El valor de la venta se determinó en base a una tasación hecha por técnicas del Banco y 
a una tasación independiente, y se vendió por la mayor de las dos, por la de afuera. Las condiciones de 
venta fueron 40% al contado y el resto financiado en cuotas mensuales consecutivas e iguales, con una 
tasa de rendimiento de 9.92%. Esto, en comparación con el 1.6% que veníamos obteniendo, es una 
buena mejora. Si bien el trámite no se inició mediante un llamado a licitación, sino en el marco de esa 
disposición legal que habilitaba al Banco a proceder de esa manera, por supuesto, pasó por el contralor 
del Tribunal de Cuentas que intervino y no realizó observaciones al procedimiento. 


Después se aprobó la ley y a partir de allí se focalizó la conversación con el Instituto Nacional de 
Colonización. Hasta ese momento, esa posibilidad estaba abierta. Recuerdo haber recibido a arrendatarios de 
algunas de las fracciones de "La Elsa", en Artigas. La gente que compró Cerro Verde, que también es 
arrendataria de "El Ombú", manifestó su interés por ese campo, pero como la ley ya estaba en trámite, le 
dijimos que El Ombú iba para el Instituto Nacional de Colonización y que no se podía hacer. Esto figura en 
un expediente; el interés lo plantearon por nota y, por nota les dijimos que no, que ese campo iba para el 
Instituto, pero que sí manteníamos lo que habíamos conversado con respecto a Cerro Verde. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- El Presidente del Banco de Seguros hizo referencia a la forma en que se 
vendió el campo. ¿Recuerdan el número de la ley que lo autorizó? 


SEÑOR VILARÓ.- La Ley N* 16.902. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.-- Faltó contestar el plazo de las cuotas mensuales y el precio de venta. 


SEÑOR VILARÓ.- El precio de venta fue US$ 4:542.000. La forma de pago fue la siguiente: 
US$ 1:816.800 contado y el saldo de US$ 2:725.200 en 120 cuotas iguales, mensuales y consecutivas, 
con un interés de 9.92%. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Con relación a los otros bienes, en primer lugar, quiero hacer la 
reiteración de un pedido de informes que hice hace un año, que tiene que ver con los bienes vendidos y 
que iban a seguir vendiendo. En aquel momento, habían informado que se habían vendido cien 
apartamentos. Ahora, hablan de un 40%; supongo que eran quinientos más unos cien más vendidos en 
el correr del año. 


SEÑOR VILARÓ.- Más o menos. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Solicito nuevamente si nos pueden contestar el pedido de informes; 
seguramente, deben tenerlo archivado. 


Con respecto a los otros inmuebles rurales, quisiera saber si el Instituto Nacional de Colonización informó 
los plazos y los precios de la negociación global que estaba haciendo por las 16.000 hectáreas restantes. En 
cualquier caso, no profundizamos al respecto. Nos gustaría que después nos informen acerca de las 
condiciones de los campos: qué tipo de campos están vendiendo de esas 16.000 hectáreas, qué tipo de suelo 
tienen, el índice CONEAT, a los efectos de tener una idea de los valores. Hago especial hincapié en esto, 
porque yo observo acá US$ 4:500.000. ¿Este precio incluye intereses de financiación? 


SEÑOR VILARÓ.- No. 

SEÑOR GOÑI ROMERO.- El valor de la hectárea debe ser de aproximadamente US$ 900. 

Ayer en el diario "El País” observaba en un aviso la licitación privada de un campo muy similar al de Cerro 
Verde, en Puntas de Caña, Índice CONEAT 73 estimo que debe ser similar al de Cerro Verde, de 1.600 


hectáreas, en dos potreros y sin mejoras, y el precio base de la licitación es de US$ 1.600. Por eso me llama 
la atención el precio. Quisiera saber cuáles son los precios que se están manejando en los otros campos en los 


que se está procediendo a la colonización. Si tienen la información ahora, está bien; de lo contrario, nos la 
pueden hacer llegar a la Comisión. 


SEÑOR VILARÓ.- El promedio del Índice CONEAT en Cerro Verde es de 74; efectivamente es 
similar. En este caso se trata de un campo ocupado. Ese fue el precio en el que se tasó en aquel 
momento, por dos vertientes. Los precios de los campos se siguen moviendo. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿Recuerda quién hizo la tasación independiente? 


SEÑOR VILARÓ.- La empresa se llama Valora y los dos Directores que firman son Hugo Cersósimo y 
el ingeniero agrónomo Alvaro Pasó. 


Quisiera completar la información. 

Hay un par de campos que tampoco se los estamos ofreciendo al Instituto Nacional de Colonización. Tienen 
otra finalidad y el Instituto conoce el tema. Uno es el campo de Portezuelo, y en estos días estamos 
terminando la venta. Se encuentra ubicado frente a la Laguna del Sauce, son 120 hectáreas y tiene otro 
destino, quizá turístico, pero no para la explotación agropecuaria. El otro está ubicado en Los Cerrillos. Es un 
campo chico, forestado, que el Banco va a seguir manteniendo y lo utiliza para fines propios de distinta 
índole, desde la explotación forestal hasta lugar de reuniones con nuestros corredores o funcionarios o de 
trabajo. 


Quería decir esto, porque había olvidado mencionarlos anteriormente. 

SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿En qué fecha se hizo el negocio de Cerro Verde? 
SEÑOR VILARÓ.- El ofrecimiento en mayo y la reserva en octubre de 2007. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- ¿A qué le llaman ofrecimiento? 


SEÑOR VILARÓ.- El valor quedó fijado en mayo. 


SEÑOR MASEDA.- El Presidente Vilaró dijo que vendieron un campo en Artigas e hizo referencia a 
que "La Elsa" está en arrendamiento. Quería saber sobre el campo en Artigas y cuáles son las 
características de la relación entre "La Elsa" y el Instituto. 


SEÑOR VILARÓ.- "La Elsa" se le entregó en arrendamiento al Instituto, pero también forma parte 
de lo que ahora le estamos vendiendo. 


Lo que se vendió fue la fracción 5 de "La Elsa". Se trataba de una fracción muy peculiar porque quedaba 
rodeada, por un lado, por la frontera con Brasil y, por el otro, por otro vecino, que era el que la tenía como 
arrendada. En aquel momento era muy difícil de manejar esa tierra; era más fácil vendérsela a ese señor y no 
tener líos de frontera. La persona que podía manejarla sin tener problemas porque la integraba con su 
propiedad, era el vecino que la estaba arrendando. En algún momento lo conversamos con el Instituto 
Nacional de Colonización, porque cuando vino para arrendar vimos que era una fracción chica no recuerdo 
bien, creo que de 170 hectáreas y decidimos que esta solución era la mejor porque evitaba líos de otra índole. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los invitados. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


